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incluyendo en ella las protestas habidas. en su caso, y el arto 5 del
Real Decreto aludido se limita a disponer que las reclamaciones
que presenten los interesados serán resueltas por la mesa en el plazo
de veinticuatro horas. En este sentido, como afinna el Defensor del
Pueblo, actor en los presentes recursos acumulados. la protest;¡ o
reclamación a que se refiere el arto 117 de la L.P.L.. previstas en
los artículos transcritos, no aparece como obligación expresa de
cuyo incumplimiento pudieran derivarse consecuencias jurídicas
enervantes, ni tampoco lo establece así el arto 76 del Estatuto de los
Trabajadores al regular las reclamaciones judiciales en materia
electoral, es decir, como requisito imprescindible para que prospere
la acción.

4. Sentado, pues, Que en la vigente legislación no hay regla
imperativa al respecto, sólo cabe admitir que la fundamentación de
las Sentencias impugnadas consiste en una aplicación extensiva de
un requisito prevIO de admisibilidad previsto como posible, como
facultad de los trabajadores interesados, y quizá pensando en que,
exigiéndose la previa reclamación, se facilita el proceso electoral en
cuanto con ello pueden subsanarse los defectos que se aleguen ante
la mesa, sin necesidad de acudir al proceso judicial. Ese parece ser
el sentido de la doctrina judicial laboral.

Pero, en todo caso, esa consideración no puede primar ~ob~e.la
más fuerte del contenido esencial del derecho a la tutela JudiCIal
efectiva. cuyo respeto impone una interpretación res~ctiva de
cualquier obstáculo que lo degrade o deje lOerm~, sólo Cl~u~stan·
cialmente justiñcado, pero no desde la perspectiva constltuclonal,
que en todo caso prohibe la indefensión. En los supuestos de los
recursos, la exigencia del requisito previo de la reclamación ante la
mesa no viene impuesto por la Ley, ni. de otro lado, tampoco
suficientemente justificado en la fundamentación de cada una de
las Sentencias recurridas ahora en amparo, cuya aplicación integra­
dora ha provocado la abstención del pronunciamiento sobre el
fondo del litigio, con el sacrificio del interés esencial del derecho en
aras de la exigencia de un requisito procesal o preprocesal no
justificado.

Cierto es que se ha de partir siempre del respeto a la potestad
jurisdiccional y de la aplicación e interpretación. del Derec,ho que
en el ejercicio de su función específica realizan los. o~nos
judiciales, pero también lo es que, ,en todo caso, e~ a~l~caclon e
IOterpretación debe respetar los límites que la Conshtuclon marca
en punto a la protección de los derechos fundamentales; En los
casos estudiados esos límites se han traspasado por aplIcar con
rigorismo forynal un presup.ue~to.i~pe:ditivo de l~ solución de
fondo fin últlmo de la funclOn JunsdlcclOnal, es deCir, de la tutela
efecti~a de los derechos, aquí no satisfecha.

En su virtud procede estimar los recursos y restablecer a los
interesados en sus derechos, tal como ordena el arto 54 de
la LOTe.

Pleno. Conflicto positivo de competencia número
40611984. Sentencia número 17911987, de 12 de
noviembre.

El Pleno del Trib'unal Constitucional, compuesto por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente; doña Gloria Begué Can­
tón, don An$el Latorre Segura, don Francisco Rubio Uorente, don
Luis Díez-Picazo y Ponce de León, don Antonio Truyol Serra, don
Fernando García·Mon y González-Regueral, don Carlos de la Vega
Benayas, don Eugenio Díaz Eimil, don :Miguel Rodriguez-~..ñero y
Bravo.Ferrer, don Jesús Leguina Villa y don Luis López Guerra,
Magistrados, ha pronunciado,

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el conflicto positivo de competencia núm. 406/1984, promo-­
vido por el Gobierno de la nación, representado por el Letrado del
Estado, frente a la. Comunidad Autónoma de las Islas Baleares, en
relación con el Decreto 94/1983, de 22 de diciembre, del Consejo
de Gobierno de dicha Comunidad, de Regulación de Avales de la
Comunidad Autónoma. Ha sido parte en el mismo la Comunidad.
Autónoma de las Islas Baleares, representada y defendida por el
Abof'do don Pedro Antonio Aguiló Monja, siendo Ponente el
Maglstrado don Luis López Guerra, quien expresa el parecer del
Tribunal.
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FALLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,

POR LA AUTORIDAD QUE J-E CONFIERE LA CONSTITU­
CION DE LA NACION ESPANOLA,

Ha decidido:

Otorgar el amparo solicitado por el Defensor del Pueblo en
nombre de cada uno de los interesados en los respectivos recursos
y. en consecuencia:

1.0 Declarar la nulidad de las siguientes Sentencias:

a) Sentencia núm. 516 de la Magistratura de Trabajo de
Huelva, de 28 de octubre de 1986, dictada en los autos 2.240/86
(R.A. 1.256/86).

b) Sentencia núm. 513 de la Magistratura de Trabajo de
Huelva, de 28 de octubre de 1986, dictada en Jos autos 2.289/86
(RA 1.257/86).

c) Sentencia núm. 517 de la Magistratura de Trabajo de
Huelva, de 28 de octubre de 1986, dictada en los autos 2.261/86
(R.A. 1.258/86).

d) Sentencia núm. 518 de la Magistratura de Trabajo de
Huelva, de 28 de octubre de 1986, dictada en los autos 2.244/86
(RA 1.259/86).

e) Sentencia núm. 514 de la Magistratura de Trabajo de
Huelva, de 28 de octubre de 1986, dictada en los autos 2.237/86
(R.A. 1.260(86).

O Sentencia núm. 519 de la Magistratura de Trabajo de
Huelva, de 28 de octubre de 1986, dictada en los autos 2.242/86
(R.A. 1.261/86).

g) Sentencia núm. 515 de la Magistratura de Trabajo de
Huelva, de 28 de octubre de 1986, dictada en los autos 2.239/86
(R.A. 1.262/86).

2.° Reconocer el derecho de los interesados a una resolución
sobre el fondo del litigio.

3.° Restablecerlos en sus derechos, para lo cual se retrotraerán
las actuaciones en cada uno de los citados procesos laborales al
momento de dictar Sentencia y pueda fallar el Magistrado respecto
de la cuestión de fondo sometida a su consideración.

Pubüquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid a once de noviembre de mil novecientos
ochenta y siete.-Gloria Begué Cantón.-Angel Latorre
Segura.-Fernando García-Mon y. González Regueral.-Carlos de la
Vega Benayas.-JesÚs Leguina VIlla.-Luis López Guerra.-Finnados
y rubricados.

l. ANTECEDENTES

1. Por escrito presentado en este Tribunal el 2 de junio de
1984, el Letrado del Estado, en la representación que ost~nta,

planteó conflicto positivo de competencia frente a la Comunidad
Autónoma de las Islas Baleares en relación con el Decreto 94/1983,
de 22 de diciembre, dietado por el Consejo de Gobierno de dicha
Comunidad sobre Regulación de Avales de la Comunidad Autó·
noma, publicado en el <dlol<tín Oficial de la Comunidad Autó­
noma de las Islas Baleares» núm. 2, de 31 de enero de 1984, en
solicitud de que se dicte Sentencia declarando que corresponde al
Estado la titularidad de la competencia de autorización de opera­
ciones de crédito y anule la norma objeto del conflicto.

Por otrosí solicitó la suspensión del Decreto impugnado, por
haberse invocado el art. 161.2 C.E.

El escrito venía acompañado de sendas certificaciones de
Acuerdos del Gobierno de la Nación de fechas 28 de marzo y 23
de mayo de 1984 por los que, respectivamente, se requirió al
Consejo de Gobierno de las Islas Baleares para que derogase el
Decreto 94/1983 o, alternativamente, modificase su contenido
reconociendo expresamente la facultad de -autorización establecida
en el 3rt. 14.3 de la LOFCA respecto de las operaciones de aval
reguladas, y se tuvo por no atendido por falta de contestación del
referido requerimiento.

2. En el escrito de formalización del conflicto, el Letrado del
Estado pone de relieve, al exponer los antecedentes, que, en el
preámbulo de la disposición impugnada, se afinna lo siguiente: «El
supuesto de prestaCión de garantía o aval por parte de la Comuni·
dad Autónoma a deudas contraídas por personas o Entidades
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determinadas, es un tema ignorado por la LOFCA ( ) y, conse-
cuentemente. por nuestro Estatuto de Autonomia ( ) debemos
entender que la prestación de garantía o aval por parte de la
Comunidad Autónoma no constltuye una apelación al crédito
público más que en el supuesto de generar ingresos para la propia
Comunidad, es decir, cuando ésta preste la garantía o aval a una
operación de endeudamiento de Organismos, Instituciones y/o
EmpreSdS dependientes de ella. Queda claro entonces que la
prestación de garantía o aval no ha de rrecisar autorización del
Estado en los demás supuestos». Y de articulado del Decreto
94/1983 resalta el representante del Estado sus arts. 1 Y 2.

Entiende el Letrado del Estado, confonne a un dictamen del
Consejo de Estado de 3 de mayo de 1984, del que se dice adjuntar
copia -sin hacerlo-, que la cuestión aqui suscitada es la de si la
autorización establecida en el arto 14 de la LOFCA como competen­
cia estatal es aplicable y exigible a las operaciones de garantía o aval
Que regula la disposición impugnada. Saliendo al paso de un
pretendido olvido del Estatuto de Autonomia y de la LOFCA,
ar~umenta el representante del Estado, con apoyo en los razona­
mIentos contenidos en el dictamen referido, que las de garantia o
aval son operaciones de crédito, como se desprendería del arto
169.3 del Decreto 3.250 de 30 de diciembre de 1976 y de las
Sentencias de este Tribunal 56/1983, de 28 de junio, y 57/1983, de
28 de junio.

3. la Sección Segunda, por providencia de 6 de junio de 1984,
acordó admitir a trámite el presente conflicto positlVO de compe­
tencia; dar traslado del mismo a los efectos de aportación de
documentos y alegaciones al Consejo de Gobierno de las Islas
Baleares; dirigir comunicación al Presidente de la Audiencia
Territorial de Palma de Mallorca a los efectos del art. 61.2 de la
LOTC; comunicar al Presidente del Consejo de Gobierno de las
Islas Baleares la suspensión de la vigencia y aplicación del Decreto
94/1983, de 22 de ,diciembre, impugnado, desde la fecha de
formalización del conflicto, y publicar tal formalización y la
suspensión acordada en los «Boletines Oficiales» del Estado y de las
Islas Baleares.

4. El Abogado de la Comunidad Autónoma de las Islas
Baleares, por escrito que tuvo su entrada el 6 de julio de 1984,
entiende a su vez que el objeto del conflicto se centra en determinar
si la concesión de avales o la prestación de segundos avales en
relación con las operaciones avaladas por las Sociedades de
Garantia Recíproca, realizadas por la Comunidad Autónoma en
ejecución de su Ley de Presupuestos, constituye o no una ~pela­

ción al crédito público» que precise de la autorización del Estado
prevista en los ans. 14.3 de la LOTC y 62.3 del Estatuto de
Autonomía.

Frente a lo sostenido por la representación del Estado, estima la
de la Comunidad Autónoma que el Decreto 94/1983 impugnado no
debe contener el sometimiento de las concretas operaciones de aval
a ,autorización del Estado, pues tal conclusión no se obtendría de
una recta interpretación de los arts. 14.3 de la LOFCA y 62.3 del
Estatuto de Autonomía. Se funda el Abogado de la Comunidad
Autónoma en la inaplicabilidad al presente conflicto del arto 169.3
del Real Decreto 3.250/1976 -referente a operaciones de aval de
Corporaciones Locales- y de las Sentencias del Tribunal Constitu­
cional 56 y 57/1983, ambas de 28 de ¡·unio, referentes a supuestos
~in similitud alguna con el actual, en os que los títulos competen­
cia1es en pusna: eran las competencias exclusivas estatales del
art. 149.11 Y 13 c.E., frente a la de tutela financiera de la Generalidad
de Cataluña sobre los Entes Locales; en la naturaleza del contrato
de aval que económicamente podría ser equiparable a la concesión
por la Comunidad Autónoma de un crédito activo, pero no a una
operación de crédito pasivo para la misma; en la interpretación de
los arts. 14.3 LOFCA y 62.3 del Estatuto de Autononúa sólo
referentes a detenninadas operaciones de crédito pasivo; y en el
principio de autonomía financiera de la Comunidad Autónoma,
especialmente en materia de ejecución presupuestaria, así como en
la competencia de la misma en materia de fomento del desarrollo
económico, prevista en el art. 10, párrafo 17, de su Estatuto, pues
el límite máximo de doscientos millones de pesetas para los avales
prestados durante el ejercicio establecido en el arto 17.2 de la ley
1/1983, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de
las Islas Baleares, no permitirla suponer afectado el equilibrio
económico general, a los efectos del titulo competencial otorgado al
Estado por el arto 149.11 y 13 CE.• no habiendo sido nunca
impugnados ni dicho arto 17 de la Ley autonómica 1/1983 ni otros
similares o incluso idénticos contenidos en la normativa de otras
Comunidades Autónomas. Por todo lo cual, solicitando el levanta­
miento de la suspensión producida, solicitó asimismo el Abogado
de la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares, que se declare
Que la titularidad de la competencia controvertida corresponde a
dicha Comunidad Autónoma, y Q.ue es plenamente adecuado a
derecho el Decreto impugnado, SIn que corresponda al Estado
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competencia al~na de autorización sobre las operaciones contem­
pladas en el mIsmo.

5. Por Auto de 15 de noviembre de 1984 acordó el Pleno del
Tribunal, oídas las partes, el alzamiento de la suspensión del
Decreto impu~ado.

6. Por ~ providencia de 10 de noviembre de 1987 el Pleno
acordó señalar para deliberación y fallo del presente conflicto el día
12 del mismo mes y año en que se deliberó y votó.

11. FUNDAMENTOS JUR1DlCOS

1. Es objeto del presente conflicto positivo de competencia
decidir si el Decreto del Consejo de Gobierno de la Comunidad
Autónoma de las Islas Baleares 94/1983, de 22 de diciembre, sobre
Regulación de A vales de la Comunidad Autónoma, especialmente
Regulación de Segundos Avales, desconoce la competencia estatal
de autorización establecida en el arto 14.3 de la ley Orgánica de
Financiación de las Comunidades Autónomas (LOFCA) y en el
arto 62.3 del Estatuto de Autonomía para las Islas Baleares.

El Letrado del Estado mantiene que, sin duda, las garantías o
avales son operaciones de crédito, puesto que, «si no cumple el
deudor, el avalista se convierte en deudor, con obligación de
pagar»; y, desde esta perspectiva, la concesión de avales y segundos
avales quedaria sujeta a la autorización prevista en el arto 14.3 de
la LOFCA, ya que tal nonna pretende comprender todos los
supuestos en que las CCAA., utilIzando el crédito publico, puedan
resultar deudoras, pues los efectos económicos del aval pueden
llegar a ser los mismos que si la Comunidad Autónoma se hubiera
obligado de manera directa a la devolución. Manifiesta igualmente
Que este Tribunal ya se ha pronunciado sobre esta cuestión, en el
sentido apuntado, en sus Sentencias 56/1983 y 57/1983, ambas de
28 de junio.

Pide por ello que se anule el Decreto mencionado, en cuyo
preámbulo se niega la exigibilidad de la autorización estatal, salvo
cuando la garantía o aval se presten a operaciones de endeuda­
miento de Organismos, Instituciones o Empresas dependientes de
la Comunidad Autónoma, yen cuya parte dispositiva no se efectúa
previsión alguna sobre la tan referida autorización estatal.
~ Frente a ello, el Abogado de la Comunidad Autónoma mega que
el Decreto impugnado, dictado en desarrollo de la ley 1/1983, de
25 de octubre, de Presupuestos Generales de la Comunidad
Autónoma de las Islas Baleares para 1983 Y en ejecución de sus
previsiones en matena de avales, deba expresar el sometimiento de
las operaciones reguladas a la autorización del Estado, por entender
en esencia que ello no se desprende del propio alcance del arto 14.3
de la LOFCA y del arto 62.3 del Estatuto de Autonomia rectamente
interpretados.

A la vista p~r ta":t<? ,de las ale,gaciones que se han expuesto, y
del texto de la dlSposlcIon que se Impugna el conflicto promovido
se centra en la atribución Que el Decreto balear 94/1983 confiere al
ConseU de Govern de la Comunidad para prestar determinados
avales sin necesidad de previa autorización estatal. Ha de desta­
carse que el texto articulado no hace referencia a este último
aspecto, est~ es, a la no exigibilidad de esa autorización. No
obstante, la mterpretación de la norma impugnada en ese sentido
resulta forzosa a la luz de su preámbulo en el Que se afirma
expresa~ente que «1a prestación d~ garantí~ o aval por parte de la
C?m,umda~ Autónoma no constItuye una apelación al crédito
publIco.mas que en. el supuesto de generar ingresos para la propia
Comu,?-Idad, es dectr, cuando ésta preste la garantía o aval a una
operaCIón de endeudamiento de Organismos Instituciones y/o
Empr~s dependien.tes de ella. Queda claro: entonces, que la
prestaclon de garantla o aval no ha de precisar autorización del
Estado en los demás supuestos». Y es precisamente este último
punto -la e~clusiónde la autorización estatal- sobre el que hemos
de pronuncIarnos.

2. Para resolver la cuestión planteada es necesario partir de la
declaración ~el arto 156.1 de la Constitución, en el sentido de que
«las ComUnIdades Autónomas gozarán de autonomía financiera
para el desarrollo y ejecución de sus competencias», que, en el caso
p'e la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares se traduce en 10
dispuesto en elart. 54.1 de su Estatuto; autonomía financiera que
supone la propia determinación y ordenación de los ingresos y
gastos necesarios para el ejercicio de sus funciones. Ahora bien, tal
autonomía financiera no se configura en la Constitución en
términos absolutos, sino que se ve sometida a limitaciones deriva­
das de los principios, que el mismo arto 156.1 de la c.E. proclama.
de «coordinación con la Hacienda estatal y de solidaridad entre
todos los españoles». Ello se traduce, en el texto constitucional, en
que el arto 157.3 de la CE. prevea una fijación del marco y los
límites en que esa autonomia ha de actuar, al disponer que una Ley
Orgánica podrá regular el ejercicio de detenninadas cOII].petenciu
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financieras, ad como las nonnas para resolver los contlIctos que
pudieran surgir, y las posibles fonnas de colaboración financiera
entre las Comumdades Autónomas y el Estado. Esta Ley Orgánica
-que en la actualtdad es la Ley Orgánica de Financiación de las
Comunidades Autónomas, de 22 de septiembre de 1980- aparece
pues como punto de referencia para detenninar la extensión y
límites de la autonomía financiera de las CC.AA. y las facultades
que al respecto se reservan a los órganos centrales del Estado para
el cumplimiento de los fines y el ejercicio de las competencias que
la Constitución les atribuye. Por otra pane, y en lo que aquí
interesa, ha de tenerse en cuenta que la autonomía financiera de las
CCAA. se encuentra también sujeta a las limitaciones que resultan
de las disposiciones del arto 149 de la Constitución, apartados II y
13, que atribuyen al Estado competencia sobre las bases de
ordenación del crédito y las bases y coordinación de la planifica­
ción general de la activIdad económica.

3. El art. 14.3 de la LOFCA, cuyo presunto desconocimiento
en este caso por la Comunidad Autónoma alega el representante del
Estado, establ<?ce, como un límite de la autonomía financiera de las
CC.AA., la necesidad de la autorización estatal para diversas·
operaciones de crédito, distinguiendo dos supuestos: Por un lado,
para concertar operaciones de crédito en el extranjero, y, en
segundo lugar, para la emisión de deuda, o cualquier otra apelación
al crédito púbhco. Al no encontrarnos ante un caso de operaciones
crediticas fuera de España, ni de emisión de deuda, la cuestión a
resolver es la de si la concesión de avales prevista en el Decreto
balear que se imp~a se incluye en todo caso dentro de las
«apelaciones al crédIto público» previstas en el arto 14.3 de la
LOFCA (y, concordantemente, en el arto 62.3 del EAIB) y requiere,
por tanto, en todo c.aso autorización estatal.

En este aspecto es necesario llevar a cabo una consideración
previa. No resulta atendible, frente a lo que mantiene el Letrado del
Estado, que, en vinud de las previsiones constitucionales citadas,
esa autorización estatal deba entenderse referida a todos los
supuestos en que las Comunidades Autónomas puedan resultar
deudoras en operaciones de crédito y, comprometiendo, siquiera
sea indirectamente, fondos públicos, y ello a efectos de «integrar las
consecuencias de tales operaciones en los niveles de endeuda­
miento público de que el Estado se hace responsable». Pues, si
efectivamente, y como se vio, la Constitución prevé instrumentos
especificas para ia coordinación de las Haciendas estatal y auton~
mIca, el respelO a los mandatos constitucionales exige que tales
instrumentos se contengan expresamente en la ley orgánica a que
se refiere el arto 156 de la C.E., siendo pues al legislador estatal a
quien le corresponde ponderar la extensión de la intervención del
Estado, y decidir las operaciones de las CC.AA. sujetas a régimen
de autorización, sin que quepa, pues, introdUCIr limites a la
autonomía financiera de las CC.AA. que no resulten de la nonna­
tiva dictada por el legislador en virtud de lo dispuesto en el
mencionado articulo constitucional, ni, por eUo, introducir exigen­
cias de autonzación a supuestos no contemplados por la ley
orgánica allí previstas; esto es, en el caso presente, los incluidos en
el arto 14.3 de la LOFCA.

4. Los avales que regula el Decreto impugnado se configuran
como contratos accesorios de garantía de otro contrato principal de
crédito, y pueden concederse (respecto a operaciones de crédito)
bien a Entes públicos. Corporaciones Locales e Instituciones sin
fines de lucro, bien, en fonna de segundos avales, a Empresas
privadas que, avaladas ·por las Sociedades de garantía recíproca,
sean socios-participes tie las mismas. Podrán, por tanto, consistir
en garantías de operaciones de crédito realizadas por Entidades
públicas, o por Empresas privadas. De cualquier fonna, y en ambos
casos, el aval aparece como distinto del contrato principal, y
sometido, por tanto, a sus propias condiciones y regulación;
regulación que ~s sustancialmente coincidente con la de los «avales
del Tesoro» que se efectúa en los arts. 116 y siguientes de la Ley
General Presupuestaria. Lo que se ha hecho, pues, con el Decreto
impugnado, no es otra cosa que regular determinadas relaciones
jurídicas accesorias de garantía en que puede ser parte la Comuni­
dad Autónoma, con las consecuenCIas que en Derecho derivan de
esa accesoriedad. Y si bien· se mencionan, tanto en su preámbulo
como en su anIculado, determinadas operaciones de crédito de otra
naturaleza,· dicho Decreto no constituye una regulación de tales
operaciones en sí mismas consideradas, sino sólo de ciertas
garantías de que aquellas puedan ir acompañadas, partiendo así de
una diferenciación entre las garantías que se prevén (los avales de
la C.A.) y las operaciones principales sobre los que la garantía
versa: Que pueden suponer, o no, una «apelacIón al crédito
público» en el sentido del arto 14.3 de la LOFCA.

5. El arto 2 del Decreto balear 94/1983 se refiere primeramente
a los avales accesorios de operaciones de crédito en favor de
detenninadas Entidades públicas. En tal caso, la accesoriedad de la
garantía determinará, obviamente, que ésta si~ las vicisitudes
-incluida la sujeción, en su caso, a la autorizaCIón estatal- de la

operación de endeudamiento público garantizada. Pero a ello no se
opone el Decreto impugnado, cuyo preámbulo llega incluso a
prever expresamen~e el que la prestación de garantia o aval por
p~.ne de ~ ~om~Dl~ad Autónoma llegue a constituir una «apela­
ClOn al crédito pubhcol+, a los efectos de precisar la autorización
prevista en el art. 14) de la l:0FCA, «en. el supuesto de generar
lDgres~s para la propia Com.~Dldad, es decIr, cuando ésta preste la
gara.nlla, o aval a una Oper.i.ClOn de endeudamiento de Organismos,
InStltuclOnes Ylo Empresas dependientes de ella». No cabe, pues,
entender el! modo alguno qu~ el Decreto impugnado desconozca o
sea contrano a la competencIa estatal de autorización prevista en
los arts. 14.3 de la LOFCA y 62.3 del Estatuto de Autonomia
Apane de que es innecesario y no es exigible que las ncrmas
autonómicas contengan m~ifestaciones de sometimiento expreso
a unas u ot~ co.~peten~Ias estatales, ya que la regulación del
alcance y del eJerCICIO de estas habrá de buscarse obviamente en
la propia normativa estatal. ,. ,

En _~gundo lugar, el mismo art. 2 del Decreto prevé la
concesl~n por la c.A. de segundos avales a Empresas privadas.
P!les b.Ie":,. a este respecto.. es patente que la Ley Orgánica de
FlI~anClaClOn de las ComunIdades Autónomas no ha incluido en su
arhcu,lado disposición a~una que, en uso de las competencias que
al legIslador estatal confieren los 3rts.. 149.1, apanados II y 13, Y
157.3 de la C.E. establezca la neceSIdad de autorización estatal
p.r~via para la concesión de avales de ese tipo. La Ley Orgánica
cltada regula las operaciones de crédito de las CC.AA. en cuanto
vías para la consecución de recursos para hacer frente a determina­
das previsiones presupuestarias: De acuerdo con esta Lev las
CC.AA. podrán realizar operaciones de crédito para la obtenci·Ón de
recursos [ano 4.~ f) LOF~AJ, y los ~ecursos.obtenidos PQr esa vía
habrán efe destInarse, bIen a cubnr necesIdades transItorias de
tesorería (mediante operaciones por plazo inferior a un año arto
14.1 LOFCA), bien a la realización de gastos de inversiónJan.' 14.2
a) LC?F:"CAJ. A est~s supuestos se .refi~~ el apartado 14.3 e la Ley,
al eXIgIr la prestaclOn de la autonzaclOn del Estado para cualquier
«(3pelación al cré,dito público». Pero no nos encontramos, en el caso
que ahora e~amlDamos, esto es, la concesión de segundos avales a
Empresas pnvadas, ante una apelación por parte de la Comunidad
al crédito público, ni ante una operación de obtención de recursos
d.e esa naturaleza para subvenir necesidades transitorias de tesore­
na_ o realizar gastos, de inversión. Por tanto, de acuerdo con lo que
senalamos má~ aIl1:ba (fundaI!1ento jurídico 3.°, in fine) no cabe
extender l.a eXIgenCIa de a~tonzación estatal al presente supuesto,
que el legIslador no ha tenIdo en cuenta al desarrollar lo previsto
en el arto 156.1 C.E.

6. De todo lo anterior se desprende manifiestamente que las
ga!'8ntias o avales a que se refiere el Decreto impugnado no están
sUJetos, en cuanto tales, a la autorización estatal prevista en el arto
14.3 de la LOFCA, con independencia de que el Estado sea
competente para dictar nonnas básicas relativas a esta materia. Los
avales regulados por tal disposición no constituyen por sí solos
operaciones de crédito efectuadas por la Comunidad Autónoma
para subvenir a sus necesidades financieras; siendo posible, incluso,
que dichos avales se presten -arto 2 del Decreto referido- en favor
de «Empresas privadas». Es cierto que los avales prestados por la
Comumdad Autónoma devengarán, en virtud de disposición legal
expresa (art. 4 del Decreto impugnado), como también está
establecido p.ara los aval~s. del Estado (art. 120 de la Ley General
Presupuestana), las comISIOnes que se detenninen. Pero ni tales
comisiones son equiparables. por su naturaleza, a los ingresos
procede:ntes de.la emIsión de deuda pública y demás operaciones
de crédIto en VIrtud de las que las Entidades públicas adquieren la
condición de prestatarias y deudoras principales, para así obtener
le?S recursos que necesitan, ni, obviamente, la regulación y conce­
SIón de los avales tienen como finalidad la de arbitrar una fuente
adiCIOnal de ingresos, sino, antes bien, la de favorecer el desarrollo
de detenninadas actividades economicas, en el marco de las
correspondientes disponibilidades presupuestarias.

Así, pues, ha de est~arse, confonne a las alegaciones del
Aboeado de ~ ComunIdad Autónoma, que su Consejo de
GobIerno, al dictar la disposición impugnada, ha ejercitado su
autonomía fmanciera en lo que respecta al fomento del desarrollo
económico dentro del territorio de la C.A. (art. 10, apartado 17, del
E~tatuto de Autonomía, en relación con el 156.1 C.E. y 54.1 de
dicho Estatuto) y no ha excedido el ámbito de sus competencias.

7. A lo hasta ahora considerado no se opone la doctrina de
este Tribunal en sus Sentencias 56 y 57/1983, ambas de 28 de junio,
doctrina invocada por el Letrado del Estado, pero con respecto a
la cual no advenimos qué aplicación pudiera tener al caso ahora
controvertido. Salvo la de tratarse en todos los casos contemplados
de operaciones de crédito o de avales, no vernos qué otras
conexiones podrían establecerse entre los conflictos entonces y
ahora resueltos. Entonces se trataba de detenninar a quien -al
Estado o a la Generalidad de Cataluña- correspondían las compe~
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tencias de autorizar a Corporaciones Locales la realización de
detenninadas -y no cualesquiera- operaciones de crédito o la
concesión de ciertos avales. Mientras que la cuestión que ahora se
trata de plantear es la de si los avales en general, concedidos por
la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares, están sujetos -o
deben estarlo- a autorización estatal. Es cierto que en la Sentencia
56/1983 se tuvo en cuenta, para resolver la cuestión entonces
planteada, la existencia del ano 169 del Real Decreto 3250/1976, de
30 de diciembre, cuyo apartado 3 asimiló a las «operaciones de
crédito» las «operaciones de aval» realizadas por las Entidades
Locales, a los efectos de someter estas últimas al régimen de
autorización existente, en cienos casos, para las primeras. Pero en
el supuesto ahora contemplado no se aduce precepto alguno
análogo que asimile los avales de las Comunidades Autónomas a
sus operaciones de crédito, a fin de extender a los primeros el
régimen de autorización estatal establecido para las segundas en el
ano 14.3 de la LOFCA; ni es posible extender, sin apoyatura
normativa, a las Cc.AA.. el régimen de tutela financiera aplicable
a las Entidades Locales.

Sala Segunda. Recurso de amparo número 847/1986.
Sentencia número 180/1987, de 12 de noviembre.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
doña Gloria Begué Cantón, Presidenta, don Angel Latorre Segura,
don Fernando García-Mon y González-Regueral, don Carlos de la
Vej!;a Benayas, don Jesús Leguina Villa y don Luis L6pez Guerra,
Magistrados, ha pronunciado,

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENClA

En el recurso de amparo núm. 847/1986, promovido por el Ente
Público RTVE, representado por el Procurador don Luis Pozas
Granero, bajo la dirección del Letrado don J. A. Romero Solano,
contra Auto de 10 de junio de 1986 de la Sala Primera del Tribunal
Central de Trabajo, que tiene por desistido el recurso de suplica·
ción núm. 1551/83, interpuesto por el Abogado del Estado en
representación de Radiotelevisión Española contra Sentencia de la
Magistratura de Trabajo núm. 8 de Madrid, de 15 de abril de 1983,
sobre clasificación profesional. Ha comparecido el Ministerio
Fiscal y ha sido pane doña María de los Llanos Collado Núñez,
representada por el Procurador don Ramiro Reynolds de Miguel y
asistida por el Letrado don Enrique de No Alonso-Misol. Ha sido
ponente el Magistrado don Jesús Leguina Villa, quien expresa el
parecer de la Sala.

I. ANTECEDENTES

l. El Procurador de los Tribunales don Luis Pozas Granero,
en nombre y representación del Ente Público RTVE, interpone
recurso de amparo, con asistencia de Letrado, en escrito presentado
el 24 de julio de 1986 en el Registro General de este .Tribunal,
contra el Auto de 10 de junil? de 1986 de la Sala Pnml7ra .~el
Tribunal Central de TrabaJO, dictado en el recurso de suphcaclOn
núm. 1551/83, por infracción del art. 24.1 de la Constitución en
relación con el arto 9.3 de la misma.

2. La demanda se sustenta en los siguicntes hechos v funda-
mentos del Derecho: - .

a) la empleada doña Maria de los Llanos Collado Núñez
formuló demanda en reclamación sobre claslficación profesional
contra Radiotelevisión Española (tal es la denominación de la parte
demandada que se emplea en el Auto impugnado), correspon­
diendo su conocimiento a la Magistratura de Trabajo núm. 8 de
Madrid que por Sentencia de 15 de abril de 1983, estimó parcial­
mente la demanda de la trabajadora, declarando el derecho de ésta
a ostentar la categoria profesional de Redactora desde el 29 de
marzo de 1983 y condenando a RTVE a estar y pasar por dicha
declaración.

b) La Abogacía del Estado anunció recurso de suplicación que
posteriormente formalizó, en representación de Radiotelevisión
Española, contra la Sentencia de instancia alegando que no
procedía la constitución de depósitos ni consignaciones «de confor-

BOE núm. 295. Suplemento

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE J.E CONFIERE LA CONSTlTU­
CION DE LA NACION E5PANOLA

Ha decidido:

Declarar que la titularidad de la competencia controvertida
corresponde a la Comunidad Autónoma de las Islas Balcares.

Publiquese esta Sentencia en el ~oletín Oficial del Estado».
Dada en Madrid, a doce de noviembre de mil novecientos

ochenta y siete.-Francisco Tomás y Vó.liente.-Gloria Begué Can­
tón.-Angel Latorre Segura.-Francisco Rubio Llorente.-Luis Díez­
Picaza y Ponce de León.-Antonio Truyol Serra.-Fernando García­
Mon y González-Reguera1.-Carlos de la Vega Benayas.-Eugenio
Diaz. Eim~l.-Mi~el ~odriguez·Piñe~o y Bravo -Ferrer.-Je~Ús
Legwna VIlla.-Luls L6pez Guerra.-Flnnados y rubricados.

midad con lo dispuesto por el último párrafo del ano 183 del texto
procesal laboral y arto 57 del Reglamento del Cuerpo de Abogados
del Estado».

e) Recibidos los Autos en el Tribunal Central de Trabajo, la
Sala Primera dictó ellO de junio de 1986 Auto por el que resolvía
tener «por desistido del recurso de suplicación formulado por el
señor Abogado del Estado en representación de Radiotelevisión
Española contra la Sentencia dictada en 15 de abril de 1983 por la
Magistratura de Trabajo núm. 8 de Madrid a vinud de la demanda
contra la misma formulada por doña Maria de los Llanos Collado
NúñeD). Razona en su Auto el Tribunal Central que la obligación
de consignar el. i~pone de la condena que exige el ano 154 de la
Ley de ProcedimIento Laboral (LPL), no existe en el supuesto
enjuiciado por tratarse de meras declaraciones de derecho sin
cuantificación, pero el arto 181 de la misma Ley prescribe otra
obligación, la de consignar como depósito la cantidad de 2.500
pesetas que alcanza, salvo a trabajadores o sus causahabientes, a
todos los que no estén declarados pobres para litigar; el último
párrafo del citado art. 181, que en versiones anteriores al Real
Decreto legislativo 1.568/1980, de 13 de junio, liberaba de tal
obligación a la Abogacía del Estado en las representaciones que
legalm~nte le corresponden, en la hoy vigente queda redactado en
el sentido de que «el Estado queda exento de constituirlos, pero no
los organismos dependientes de él que tengan régimen económico
autónomo, salvo los que expresamente gocen del beneficio legal de
pobreza», lo que entiende significa que el antiguo privilegio ha
desaparecido en la extensión y forma que se dispensaba y, en
concreto, no se conserva para el recurrente, «porque la gestión de
radiodifusión y televisión se realiza a través de Sociedades estatales
con capital diferenciado, y regidas por el Derecho privado, segun
resulta de lo prevenido en los arts. 17, 18 Y 19 de la Ley 4/1980,
de 10 de enero)), por lo que de acuerdo con la Sentencia del
Tribunal Supremu !le 21 !le febn::ro de 1984 y el Auto del mismo
Tribunal Central de Trabajo de 17 de noviembre de 1983, al no
haberse efectuado por la Entidad recurrente el plencionado depó­
sito, procede tenerla por desistida del recurso formulado.

d) La pane demandar.te entiende que el Auto impugnado
vulnera el ano 24.1 de la Constitución en relación con el arto 9.3 de
la misma, y así estima que crea una situación de inseguridad
Juódica, pues el Tribunal Supremo en Sentencia de 19 de septiem­
bre de 1985, cuyo fundamento juódico 1.0 transcribe, ha sostenido
el criterio opuesto al del Auto impugnado, lo que coloca al Ente
Público en situación de indefensión, pues teniendo interés en que
eLk3,~º_~~rn!nªdo ene! f~md!}, a! referirre·;l mat~ria importante
como son las reglas aplicables a los ascensos de categoóa, en lo qu~
la Sentencia recurrida se apartaba de la doctrina jurisprudencial
sobre necesidad de superación de pruebas, tal interés motivó la
pretensión de que instancias judiciales superiores conocieran del
fondo del asunto y no debieron detenerse en presupuestos procesa­
les, en un incumplimiento de trámites formales que no está
fundamentado en ningún precepto, siendo una serie de disposicio­
nes legales las que apoyan esa innecesidad de constituir consigna­
ciones y depósitos, tesis ratificada por la Sentencia del Tribunal
Supremo de 19 de septiembre Qe 1985 citada.

3. La Sección Tercera de este Tribunal acordó el 24 de
septiembre de 1986 tener por recibido el escrito de demanda de
amparo mencionado y, antes de decidir sobre la admisión o no a
~rá~ite del recurso, req1:lerir .a la entidad recurrente para que
Jusufique la fecha de nouficactón de la resolución recurrida, a 10


